


SOUCITUDES CONCURRENTES DE QUIEBRA
Y SUSPENSiÓN DE PAGOS·

Emilio M. Beltrán Sánchez

1. PLANTEAMIENTO

1. Consideración general

Como es sabido, se ha puesto en marcha de nuevo la reforma de la legislación Lon­
cursa!. cuya necesidad constituye hoy algo más que un tópico. apoyado tanto en las pro­
pias deficiencias de este sector del ordenamiento, que provocan graves incertidumbres
jurídicas y económicas. como en la circunstancia de que prácticamente el resto de las
materias tradicionalmente incluidas en el derecho mercantil hayan experimentado en los
últimos años un fuerte proceso de modernización. Con fecha 23 de junio de 1994. el enton­
ct:'s Ministro de Justicia e Interior notificó al Presidente de la Sección de Derecho Mer­
cantil de la Comisión General de Codificación unos "criterios básicos para la elaboración
de una Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursar. La Sección encargó la redacción de
la referida Propuesta al Profesor Angel RUJO. el cual entregó a la Comisión el 12 de diciem­
bre de 1995 una Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursal para su sometimiento. pri­
mero, al informe de una Ponencia especial y. después. a la revisión de la propia Sección
de Derecho Mercantil de la Comisión General de Codificación. En realidad. sin embargo.
se constituyó una Sección especial presidida por el Profesor Olivencia. que. en el mes de
marzo ele 2000. entregó al Ministerio de Justicia un texto que constituía un híbrido entre
la referida Propuesta de 1995 y el anterior Anteproyecto de 1983. Dicho texto. con algunas
modificaciones, sería hecho público como Anteproyecto de Ley Concursal el 7 de sep­
tiembre de 20(H y se convertiría. con algunos otros cambios. en Proyecto de Ley el 5 de
julio de 2002.

Una de las mayores insuficiencias del derecho vigente. que ahora interesa especial­
mente destacar, es la atinente a las relaciones entre los dos procedimientos de tratamien­
to de las crisis empresariales Oa suspensión de pagos y la quiebra) cuyas fronteras distan
mucho de ser nítidas. Si la quiebra surgió como un procedimiento de ejecución colectiva
previsto para los casos más graves de insuficiencia patrimonial. por lo que implicaba nor­
malmente la desaparición de la empresa, y la suspensión de pagos nació para el trata­
miento de las dificultades transitorias, por lo que la solución normal era un convenio que
peI$itlese la continuación de la empresa. la evolución experimentada por el expediente

"",. expresamente realizado para el homenaje al Profesor Luis ROJO Ajuria. si bien se publicó con
. 'Revista Aranzadi Civil en novi('mbn' de 1999. LAlS trabajos prelegislati\'os producidos desde
.ahora a una mínima actualización. en la medida en que es distinta la solución adoptada en el

~"'~ado. Se ha respetado el r('sto del trabajo. tanto en el fondo corno en la forma.
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de suspensión dE' pagos y las duda'> que susdta el presupuesto ()bj~tivo de la quiebr.',
hacen que la suspensíún de pa~os y la quit>bra se hayan convertido en procedímil"l1to\
pránic'amente alternativos. Ello ha planteado dos delicados problemas interpretativos (.¡
de determinar cual de los dos prrx:edirnientos debe prevalen'" en caso de concurr(,JlCj(~

de solicitudes v el c1e decidir cuándo una quiebra posterior a una suspensión dl" P'H!"\
merecerá la caiificarión de quiebra consecutiva. con lo que ello supone sobre la ('Olls"r

vaC'Íón de los actos realizados en la suspensión d(' pa~'os pr('(:edente.

2. La e\'olución del procedimiento de suspenslón de pagoe

Corno es sabido. el procedimif'flto de suspensión de pagos ha sufrido una sigrllfícil(!'
va t'volunón en lo que se refiere a los presupuE'Stos para su apertura y a las posibles solu
ciones a la crisis. En las (lrdf'nanzas de Bilhao (Capítulo XVII). lo que' hoy St~ denonlllla su~·

pt'llsión de pagos era considerad':l una df' las clases de quiebra aplirable a los delldlln'~

~atrasactos~, que poseyeSf'fl bif'nes suficientes para pagar ~enterament('a sus acn:'t'flnre<
y pudit:sen ofrecer a sus acr~orl"s un convenio de ~espera de brt>Ve tiempl(

En el Código de Comercio de IX29 la suspensión de pagos lya Clm ese nornhrel SI~\W
considerándose lIna clase (j¡. quiebra (art. 10(2) aplicahle él todo aquel deudor que 'maw
testando bierll"s sufirientes para cubrir todas sus deudas. suspende templ)ralrnf'lltt' su:­
pagos y pide a sus acreedores un plazo en que pueda realízar sus mercancías o nédiln~

para satisfacerlas" (art. )()(n) Importa dt"stacar, pues, que en el texto de Sainz de Andin l '

el problema de las rt"lacíont's enlrt' quiebra y suspensión de pagos estaba muy I('J()~ lit.'
plantearse: (a smpl'n.W)TT de pagos constltuia UTTa c(ase clt' qUIebra. reservada a los dt'lHIi>·

res solventes. <¡lit' debian alcanzar con sus acref'don~s un convenio de espera.
(on un sistema concursal caracterizado por su rigor, Sf' llega al (\'l<Hgo de OIITwrn••

de lAA5, propiciadt) por la'> profundas criticas qut' redbiú su ant{'('t~or. Tal y corno ser'lald
la Exposición de Motivos (del Proyecto). se modifica la naturaleza de la sllSpclIsión d~'

pagos, que pasa a convt'rtirse en un pro<:edirmento outórlOmo, distinto dd de quit'bra y qUt'
no implica para el deudor tan rigurosos efectos. La autonomía del procl'dimit~tod(' sus·
pensión de pagos, qlle deja de ser una daSt' de quiebra, algo qUt' y.l no S(' <lis<.:utiría en ti
futuro. plantea con toda su crudeza el problt'ma de las relaciones con el pmcedimiento de
quiebra. Buena prueba de ello es la primitiva red¡Kdón de los artículos 870 a 873 del Códi·
go de Comercio. que altera las caracteristicas tradicionales de la suspensión de pagos. en
un doble y significativo sentido. De un lado. pl.'mlite a('ogerse a ese beneficio a deudores qUt'

carezcan de bienes suficientes, siempre y cuando no hayan transcurrido cuarenta y (x:llU
horas desde el sobreseimiento. y. de otro lado, admite cualquier tipo de convenio. y todo
ello sin necesidad de re<¡uisito subjetivo alguno de ~mert'Cimiento".La suspensión de pagos
se convertía. así. en un expediente claramente sustitutivo del de qUiebra, en beneficio de cual·
quier deudor. cuyo modelo había que buscarlo en el beneficio de quita y espera regulado
para los deudores no comerciantes en la Ley de Enjuiciamiento Civil: el deudor podía aco·
gerse al expediente de suspensión de pagos. evitando la declaración de quiebra, cualquiera
que fuese su situación económica y sin necesidad de requisito subjetivo alguno de "mereci­
miento". con tal de que, en caso de sobreseimiento. lo instasE' antes de las cuarenta y OrilCl

horas. No nos encontrábamos. pues. ante un procedimiento preventivo del de quiebra. sino
ante un expediente sustitutivo, salvo en lo relativo a los requisitos temporales para la soli­
citud. Como consecuencia de la decisión legislativa, los deudores acudían mayoritariamen­
te al beneficio de la suspensión pagos. en detrimento del procedimiento de quiebra. Eso
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explica que la jurisprudencia de la época tenga que decidir. una y otra vez. que. solicitada y

declarada la suspensión de pagos. no es posible solicitar y declarar la quiebra antes de qu~

finaJice la suspensión: sentencias del Tribunal Supremo de 25 de agosto de 1887 (CL. 1887/
62/54),4 de octubn.- de 1889 (O.. 1890/(6/59).4 de enero de IH91 (CL. IH9li69/4) Yn de julio
de 1894 (eL, 1894/i6/24).

La reacción legislativa no se hizo esperar. La Ley de 10 de junio de 1897. que vino a
dar la actual redacción a los artículos H70 a ~73 del CMigo de Comercio. aunque mantuvo
la autonomía del procedimiento. retornó al primitivo concepto de suspensión de pagos.
exigiendo Que el activo fuese superior al pasivo (arts. 870 y 871 l. Y admitiendo como úni­
ca solución posible el convenio de espera inferior a tres años (art. 872). si bien conservó
la exigencia de Que la suspensión se instase antes del incumplimiento (art. H70) o dentro
de las cuarenta y ocho horas siguientes (art. 871). Con ello se fijaban nuevamente unos
límites claros entre la suspensión de pagos y la quiebra y podía afirmarse el carácter pre­
ventivo del procedimiento de suspensión de pagos frente al de quiebra. Así. las sentencias
del Tribunal Supremo de 4 de octubre de 1905 (CL. 1905/102/57) Yde 26 de octubre de 1907
(eL. 1907/108/93) otorgaron preferencia a la quiebra frente a la suspensión de pagos por­
que ('oncurría el presupuesto objetivo de la primera y no el de la segunda. En este mismo
período. hay que destacar la sentencia del Tribunal Supremo de 2R de septiembre de 1907
(el. 1907/108/71), a cuyo tenor la presentación de la solicitud de suspensión de pagos se
realizó en fecha ·posterior a la pretensión de quiebra que los acreedores habían deducido
en uso de su derecho, y siendo este estado preeminente y de reconocida preferencia al de
suspensión de pagos...".

Las fronteras t'ntre la suspensión de pagos y la quiebra se modifican nuevamente con
la vigente Ley de Suspensión de Pagos de 26 de julio de 1922. Esa Ley. dictada al amparo
del propio Código de Comercio. se excedió en su cometido y no se limitó a dictar normas
pTfl<:esales de desarrollo. como le ordenaba el Código de Comercio. sino que modificó las
cara<.1erísticas fundamentales del procedimiento contenidas en esos preceptos del Código.
En efecto. la Ley. al permitir la tramitación del expediente tanto en los casos de insolven­
cia provisional como en los de insolvencia definitiva (v. arts. H.YI y 10.1). Y al admitir como
solución cualquier tipo de convenio (v. art. 14.11 y 111). vuelve a hacer de la suspensión de
pagos un procedimiento sustitutivo del de quiebra, al que puede accederse sin ncesidad
de requisitos subjetivos especiales. Pese a la~ dudas acerca de la vigencia de los artículos
870 a 873 del Código, parece claro que el ordenamiento permite tramitar como suspensio­
nes de pagos verdaderas situaciones de insolvencia absoluta o definitiva. En este sentido.
la Circular de la FiscaJía General del Estado de abril de 1995 reconoce que ~No es normal
Que la insolvencia (pa'iivo superior al activo), y sí solo la i1iquidez, se reconozca en las soli­
citudes de suspensión de pagos. pero si así ocurriera excepcionalmente y tras el examen
de los antecedentes dO<:lJlnentales se constatara la situación de déficit patrimonial. ello no
sería obstáculo decisivo para que el Ministerio Fiscal informe favorablemente la admisión
a trámite, pues la suficiencia de bienes como requisito objetivo exigido por el Código de
Comercio para solicitar la suspensión (artículos 870 y 871). se desconoce en la Ley de 1922.
con lo Que la insuficiencia patrimonial iniciaJ sólo es productora de efectos en la califica­
ción de la insolvencia de las suspensiones de pagos admitidas y declaradas".

No existe. en realidad. pues. un presupuesto objetivo de la suspensión de pagos. Y
tampoco puede considerarse vigente el presupuesto temporal. según el cual la suspensión
de pagos ha de instarse antes del primer incumplimiento o dentro de las cuarenta y ocho
horas siguientes (arts. 870 y 871), porque es evidente que la Ley de Suspensión de Pagos
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(art. ~.lV y V) parte de la existencia de ejecuciones pendientes que presuponen un in(um­
plimiento duradero (ROJo: contra, sin embargo. ('1' ... ·\0. En consecuenda. si históricallll:'ll'
te la suspensión de pagos era el procedimiento prt>visto para los supuestos de simple ¡li·
quidez. hoy cualquier estado de crisis económica -desde una simple iliquidez hasta u¡¡;¡
clara ínsolvencia- permite al deudor solicitar y obtener la declararión de suspensión dI.'
pagos, sin necesidad de requisito subjetivo alguno.

Si ello es así. no pueden admitirse aquellas afirmaciones del Tribunal Suprt~mo qll~'

pretenden resolver la concurrencia de solicitudes de sllsp(~nsión de pa¡.tos y de quiebra
Iflvocando el carácter preventivo o C<lutelilr de la suslwnsiún de pagos frente a la quiebra
Significativas al respecto son las sentellrías del Tribunal Supremo de :3 de julio de nu
(Ri, 1767), según la cual ~t'xiste un est'ldo preliminar al ch- quiehra para cuando el (Ilmt'r·

ciante. teniendo un activo superior al pasivo o estando al menos nivt>lados. por dlfí(ulta·
des del momento 110 le es pOSIble atender a todas sus obligaciones" o. más recíentell/t'li'
te. la sentencia del Tribullal Supremo de 27 dI? lebrero dt' 1Y95 (RJ. 2~5). que dt>lJende t'i
"carácter más preventivo o cautelar del procedimiento dt' suspensión de J>a~os. en la id(:';J
de que sin d{·trimento de las garantías de los acreedort"s del SUS~'IlSO, permite a éste ('Il

mejor modo que en el caso de la quiebra. restaurar la normalidad de su aptitud comerCIal
y de gestión económica ( ... ). como. s(lbre todo, que ell un orden lógICO de prodUCCión dí'
los acontecimientos, que ha de respetarse salvo Situaciones de notoriedad deficitaria en
la patrimonial. la suspenslún viene a funciollclr como prt'vt'nnón o anteced«'nte de los pru-­
cedimientos de quiebra".

3. El problema del presuput"Sto objetivo de la quiebra

Las dudas existentt's sobre las relaClolles ('ntr/:, la suspellslón de pagos y la quiebra
no derivan sólo de la falta de presuput'sto obJetivo para la apertura del pro('t"'(limienlo de
suspensión dt, pagos, sino también de las diSCUSIOnes doctrinales y jurisprudenClalt's
acerca del presupuesto objetivo de la quiebra. Que hileen que este procedimiento pueda
abrirse en un amplio abanico de situaciones económie<is. No es posible entrar a analizar
esta cuestión, pero si es necesario recordar la falta ele acuerdo doctrinal y jurisprudencial
al respecto. El artículo R74 del Código de Comercio sellala qut' "se considera t~n estado de
quiebra al comerciante que sobresef' en el pa~o corriente de sus nbligaci()nes~. Sin embar·
go. para un autorizado sector d<K'trinal. encat)(~zado por GARRuin.':o. el presupuesto objeti­
vo de la quiebra es, en realidad. la mso/n"floQ. entendida corno aquel estado del patrimo­
nio del deudor en que éste se revela insufkient(' para satisfacer a sus acreedores; de tal
suerte que no todo sobreseimiento permitlríél dedarar la quiebra, sino s610 aquel que fue­
se general y definitivo (art. 876. 2\i e de e). Esta es la tesis que siguen. entre otras mucha'),
las sentencias de 27 de febrero de 1965 (RJ. 1151), cuando afirma que "no basta cesar cir·
cunstancialmente en los pagos, sino que se requiere exista la imposibilidad de eteduar·
los", y de 9 de enero de 19~ (RJ, 34:¿j, según la cual el "fin de la quiebra no es otro que el
sujetar la masa patrimonial de un comerciante. insuficiente para enfrentar todas las deu­
das que sobre ella pesan, a las responsabilidades e<'onómicas contraidas, de forma qU{~ si
las reclamaciones individuales caben en el activo patrimonial del comerciante por exce­
der del montante de ellas. no puede hablarse de situación de quiebra",

Para otro sector doctrinal, encabezado por URi/\. el presupuesto objetivo de la quiebra
es el sobresemliento. que viene claramente exigido en todo su amplio sentido en el artículo
874. al decir que "se considera en estado de quiebra al comerciante que sobresee en el pago
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corriente de sus obligaciones"; por el artículo Ri6, cuando dice que los acreedores instan­
tes de la quiebra justifiquen ese sobreseimiento del empresario. y por el artículo 1029 del
Código de Comercio de lH29. que. respecto de la oposición a la declaraciún de quiebra. exi­
ge al deudor la demostración de que no ha sobreseído en el pago corriente de sus obliga­
ciones. Para este sector do(:trinal. sobreseimiento equivale a cesación de pagos. fórmula
genérica que el juez habrá de aplicar en cada ca~o particular. apoyándose en los datos obje­
tiv()s o elementos de juicio que concurran. Esta es la tesis refle.iada. entre otras. en la sen­
tencia del Tribunal Supremo de 13 de octubre de 19R9 (10, 6912). según la cual "lo que el tri­
bunal de instancia ha ele comprobar al momento de la declaración no es si el demandado
deudor es solvente o insolvente. ruestión esta que aferta a su ámbito interno. sino com­
probar si el comerciante cuya quiebra se insta. paga o no paga sus deudas, esto es. analizar
{'I aspecto ex1erno. Si el deudor logra por cualquier Ilwdio lícito ir abonando los créditos no
dehe imponérsele la drástica ej{'(:ución general. y. al contrario, si no los atiende aun pudien­
do. dehe permitirse a Jos acrf'edores imponer la ejecución general".

Ante ese t'nfrentamiento. no puede ex1rañar que en los últimos años se haya ido
abriendo camino una línea interpretativa. que nos parece más correcta, y que ha sido adop­
tada ya por algunas Audiencias, según la cual los tex"tos legales (el Código de Comercio y la
Ley de Suspensión de Pagos) recogerían en realidad una pluralidad df' presupuestos ob¡et¡·
vos. es decir. un sistema de "!lec!los de quiebra ". cuya simple presencia legitimaría la aper­
tura del procedimiento: embargo del que no resulten bienes libres bastantes para el pago
(arl. 876.1 C de Cl. sobreseimiento general en el pago corriente de sus obligaciones (art.
876.11 ed{' e). fuga u ocultación del comerciante (art. 877.1 ede C). declaración judicial de
insolvencia ddínitiva en un expedientt' ele suspensión de pagos que no sea eliminada por
el deudor (arl 10.1 1~~P) (' incumplimiento del convenio alcanzado en la suspensión de
pagos (art. 17.1\' '-~P·l. Naturalmente. esa tesis sólo puede tener sentido cuando la quiebra
sea instada por algún acreedor (quiebra necesaria).

Es daro que la falta de determinación del presupuesto objetivo de la quiebra facili­
ta la circunstancia dt' que una misma situación de crisis pueda tramitarse por el procedi­
miento de suspensión de pagos o por el de quiebra. En efecto. si se afirma claramente un
presupuesto objetivo de la quiebra. se resolverán fácilmente todos aquellos casos en que
no concurra el presupuesto objetivo de la quiebra. Así sucedió. por ejemplo. en el caso
resuelto por la sentencia del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1927 (eL, 1927/
179jl24), que concedió preferencia a una suspensión de pagos solicitada en la misma
fecha en que se dictaba el auto de declaración de quiebra sobre la base de que "no se ha
sobreseído en el pago corriente de las obligaciones, que es lo que caracteriza principal­
mente a la quiebra". por lo que "si se concede prioridad a la suspensión de pagos es por­
que no se admite el sobreseimiento o cesación en el cumplimiento de las obligaciones". si
bien esa sentencia añade. como ob/ter dicta. una afirmación que más adelante servirá de
argumento para otorgar preferencia a la suspensión de pagos sobre la quiebra. cual es que
"en la actualidad esta prioridad corresponde a la suspensión como medio de facilitar el
convenio entre los acreedores y el deudor. evitando el demérito, la depreciación y la rui­
na del capital que llevan tras de sí las quiebras". Lo mismo sucedió. más recientemente.
con la sentencia de 5 de julio de 1985 (RJ. 3641), según la cllal "si el desarreglo económi­
co es transitorio. como el mismo sólo se refiere a la imposibilidad de satisfacer las deu­
das en las fechas de los vencimientos, lo que implica la solvencia, no es causa suficiente
para declarar la quiebra y sí la suspensión de pagos".
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11. CONCURRENCIA DE SOUClnrDES DE QUlfBRA y SUSPENSIóN DE PAGOS

l. Consideración general

Como hemos visto. las modificaCIones experimentadas por el procedimiento <it.' SIb

pensión de pagos a lo largo de su historia han pruvofado un ~trave problema fr()ntt~riw rOí:

el procedimiento de qUIebra. ya que han convertido a la suspensión de pagos en un pro!~'

dimiento alternativo al de quiebra, En ete<:to. originariamente no existia problema éilgUlll'

porque la suspensión de pagos y la qUIebra partían de prt'supuestos distintos y res¡><)(ltj¡,¡p
ti íinalidades diversas e mcluso incompatibles efltrt' sí. La suspt'fiSión de pagos tenÍit Cí.lIn, ,

causa la iliquidez del deudor y trataba de ('()ns(~uir un a<:uerdo de los a<:reedores con ('¡
empresario que perlllitiest· r{'stablt"<.'er Id normalidad en los pagos y la continwdad de (¡l

empresa. mientras que la qUIebra tema corno causa la insolvencia definitiva y su fmaliÜ,HI
en su condiciún de eje('ución colediva. no era sIno lil liquidación y repartu del patril1l0lW'
del prnpresario entre sus ¡Kret'dores. Sin embargo. tras la Ley de Suspensión cit' Pagos dt,
1922. el deudor puede instar la apt'rtura del pron'>(iimiento de suspt'osiún de p;,t~OS Clld)

quiera que sea su situación económica, ('sto es. tanto en raso d~ pretnsolveuClil () iJíquldu
i mso/n.'!l({(j pro/lS/oflol. en la ternllnología de la propia Le)') como en caso de msol\'enua
absoluta (lI/SO/l't'flClU deflf!lt1l'O). y puede solicitarla SIf1 exigencias temporales, Además el

problema de delimitación entre los dos proCt'tiirnientos se agrava por la falta de delt'nm
nación del Pf('suput:'sto ohjetlvo clt' la quiebra. que i>ermite también qO(' una núsma situa
ciún de crisis pueda tramitarse indistintamente por t'¡ procedimiento de suspensión d('
pagos o por el de quiebra.

l.as referidas illcertidumbres han:'n que con cierta fr~uencia ('onfurran la solintlld
de suspensión de pagos del deudor y dt' quiebra de algúII acreedor. Como es evidentt: qlll'

los dos procedimientos 110 pueden coexistir. es ne('esario determinar cuáJes son sus rela,
ciones. algo que obliga a difert:IIcíar varios supuestos,

2. la prohibición de que loe acreedores hIMen la quiebra lIÚetJtI'af el espedieoll'
de SWJpensión de- pagos lIe encuentre eo tramltaclóD (arl 9.W L.SP)

La única regla legislativa expresa para regular las rt'laríones entre los dos proú,d¡­
mientos concursales es la que establt'('(' el artkulo 9.111 de la Ley de Suspensión de Pagos.
a cuyo tenor "los acreedores no podrón pedir ( ) la declaración de Quiebro mientras el expt'
diente de sus/)()nsI6n de fX1gos esté en tromí/aClón", Es daro. pues, que los acreedores pier­
den la facultan de instar la quiebra de su deudor mientra.<; se encuentre abierto el Prf)(f'­
dimiento de suspensión de pagos. salvo en los casos expresamente previstos en la propia
Ley de Suspensión de Pagos y con los requisitos allí estableddos. Esos supuestos son el de
declaración de insolvencia definitiva no sanada. que legitima al acr~or o a los acreedOfl:'-"í
que representen al cuarenta por ciento del pasivo para instar la quiebra en un breve plazo
de cinco días (arts. 8.v1 y HU). Yel de incumplimiento del convenio. que permite a rual·
quier acreedor instar su resolución y la declaración de quiebra (art. 17.1V; v. STS 18-1V-1929.
eL: 1929/1GG/226). En ambos casos la suspensión de pagos finalizaría por conversión en
qUiebra.

Es igualmente claro que ese precepto está dedicado a los efectos de la admisión a trá­
mite de la suspensión sobre los acreedores, por lo que de él no puede extraerse argumen­
to alguno para resolver si el propio deudor puede o no inslar su quiebra durante la trami-
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tación de la suspensión de pagos. Parece obvio. sin embargo. que el deudor puede pedir la
apertura de la quiebra en cualquier momento anterior a la conclusión del convenio (STS
19-fV-1969. RJ. 218:i). ya que la suspensión de pagos se concibe corno un beneficio para él
del que. por tanto. puede desistir. Las discusiones sobre la admisibilidad del desistimiento
del deudor carecen de sentido desde el momento en que la Ley considera causa de finali­
zación del expediente la falta de asistencia del deudor a la junta de acreedores. encargada
de deliberar sobre la propuesta de convenio presentada por el deudor (art. 13.11). algo que
revela a las claras que le asiste la facultad de poner fin a la suspensión de pagos por su pro­
pia y simple voluntad (v. auto de la Audiencia Provincial de Huesca de 27 de enero de 1997.
AC. 19971194: contra. sin embargo. auto df' la Audiencia Provincial de Lugo de 28 de enero
de 1998. AC. 1998/2834. aunque en un supuesto en que ya había sido concluido el convenio
entre el deudor y los acreedores).

Parece igualmente claro que la prohibición de instar la quiebra es aplicable sola­
mente a los acreedores concursales. de modo Que no puede afectar a los acreedores de la
masa. quienes conservan en el procedimiento todas sus acciones. incluida la de pedir la
quiebra de su deudor. Así lo entendió la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de junio de
1917 (CL, 191 i 1140/93). a cuyo tenor los Mcréditos nuevos. nacidos de obligaciones poste­
riores a la fecha de la suspensión de pagos. pueden solicitar y obtener la declaración en
quiebra del comerciante suspenso

M
.

Más complicado es. sin embargo. determinar los límites temporales del precepto que
impide solicitar la quiebra a los acreedores mientras la suspensión de pagos se encuentre en
tramitación. Respecto al momento en que comienza la tramitación. ninguna duda se suscita
cuando se haya dictado ya la providencia judicial de admisión a trámite de la solicitud de
suspensión de pagos a la que se refiere el artículo 4 de la Ley. ya que dicha providencia gene­
ra los principales efectos de la suspensión tanto sobre el deudor como sobre los acreedores
(arts. 4 y 9 LSP). De a<:uerdo con ello. la sentencia del Tribunal Supremo de 7 de marlO de
1986 (RJ. 1152) afirmó que Mel expediente de suspensi6n de pagos se halla en tramitación a
partir de la providencia del juez a quien corresponda el conocimiento del dicho expediente.
que. teniéndola por solkitada. ha de dictar necesariamente el mismo día de la presentación
del esnito, y si no fuera JX}sible en el siguiente, conforme a lo que dispone el artículo 4\.1 de
la misma Ley y que ha de contener los pronunciamientos que allí se expresan. La prohibi­
ción, por tanto. afecta al tiempo posterior a esa fecha. a partir de la cual ya no les es posible
a los acreedores pedir la declaración de quiebra" (v. también. aunque incidentalmente, SSTS
26-Xl-1976. RJ. 5057. y 2O-IX-1988. RJ. (845). Ahora bien. esa interpretación resulta excesiva­
mente restrictiva. JX)rque estaría facultando a los acreedores para instar -y obtener- la
declaración de quiebra en el período que media entre la presentación de la solicitud de sus­
pensión de pagos por el deudor y la providencia judicial de admisión a trámite. algo que no
parece haber sido querido por la norma, por cuanto se estaría concediendo preferencia al
procedimiento instado después. Por eso. parece más lógico considerar que el expediente
está en tramitación desde el momento mismo de la presentación de /0 solicitud a la que se
refiere el artículo 2. ya que. en definitiva. ese acto pone en marcha el procedimiento. En este
sentido se pronuncia el auto de la Audiencia Provincial de Barcelona de 28 de septiembre de
1995 (AC, 2024): Mparece más ajustada. tanto al sentido gramatical como al fin de la norma la
[interpretación) que entiende que el expediente de suspensión de pagos está en tramitación
desde que se presente el escrito de solicitud. siempre que llegue a resolverse por el órgano
jurisdiccional en sentido favorable a su admisión. con efecto ex tune. privando de virtualidad
a la presentación de quiebra necesaria presentada entre uno y otro momento".
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La Ley priva a los acreedores de la facultad de instar la quiebra hasJa que el /?x¡>edlen
te fuwlice: sentencias del Tribunal Supremo de 26 de (x'tubre de 1927 (eL, 1927/177:'132l. Cjllt

no admite la resolución del convenio concluido en la suspensión: d(' 4 de marzo de 192Y (a
19~91H820).que admitió la quiebra de un empresario porque ya había flnaJizado la suspen·
sión: de 19 de abril de 19.;9, ya citada. que no admitió la quiebra voluntaria porque ya se
había concluido convenio, \' de i de mayo de 1987 (RJ. :rJ.l-m. Que negó la /il('ultad de instar
la quiebra a los acreedore~ en un rnom~nto en el que no se había dictado t(xla\~a formal·
mente el sobreseimiento de la sus~)("nsíón por no estar definitivamente acreditada la falta df'
quórum. El Reglamento del Re~istro Mercantil y la Ley dt' Suspensión de Pagos. a pesar <k- su
defectuosa técnica. ponen de l1laniiiesto que el expediente de suspensión de ra&IOS puedf
terminar por cumplimiento del convenio (terminación normal) o ¡x>r sobreseimiento dd
expedientf' (tenninación anormal) El artículo :~2:)1 dd I{eglamento del Re-glstro MNcantil
dispone que los asientos registrales derivados de la suspensión de pagos MSt' canrelarán !.'IJ

virtud de mandamiento judinaJ. transcribiendo la parte dispositiva de la resolución judinal
firnw por la que se sobrf.'Sf'a la suspensión de pagos o S(' declare el íntegnl cump(ml1t'n/o del
COfln'fllO apmtxl{jo" Por su !l<lrte. la Ley de Su..<;pensión df.~ Pagos, proporciona argumentos
suficientes para entender qU(' las dos referid.l.s son Ia.s formas de finaJil.aciún del expedlt'ntl'
De 011 lado. el artículo 2:~ establt"o" que el Ministerio Fis(:al será parte Mdt'Sde el momento dt,
iniciarst' el expediente de sllspt'nsiólI de pagos hasta el cumpltmtento totul lit>1 ('onflento". Así.
pues. la extendida tesis según la cual la firmela del auto de aprobadón d("1 convenio ¡>(I/lt' fio
a la suspensión de pilgOS es inexacta. LA razón de que se exija el cumplimiento ínt~lfo d~'i

convenio parece evidente: la crisis de la empresa que dio lugar a la apertura de la suspensIón
de pagos sólo quedará eliminada tras la eje<'udón intewa del eonvenio acordado ¡>(lf el dt'U­

dor y los acreedores. De otro lado. a lo lar~o dt~ la Ley se t'Stable<'en varios SUpUf~stosde fina­
lización anormal del expediente. que. aun ron diversas denominaciones. reciben doctrinal·
mente el nombre de causas de sobreseimiento.

Hay que señalar asimismo que. finalizada la suspensión de pagos. será posihle la
declaración de quiebra, aunqu(' el deudor inste con posterioridad una nueva suspensión de
pagos. En efecto, como seilala la sentencia del Tribunal SUpH~m() de 20 de septiembre dI'
19RR (RJ. 6845). kt'l deudor no puede provocar de forma sucesiva y reiteratívd la adopción
de las medidas consiguientes a tener por solicitada la suspensión y en particular la del
párrafo tercero del artículo 9'.1 de impedirles a los acreedores la petidún de la declaración
de la quiebra ( ... ) si ya desistió de todos ellos dentro de una suspensión antecedente. A el/a
y no a las sucesivas deberá. en otro aspecto. referirse el plmto de la preferencia entre sus­
pensión y quiehra~.

Es evidente. en fin. que la eficacia del precepto s(' agota en impedir a los acreedores
instar la quiebra de un deudor después de que éste haya solicitado ya su suspensión de
pagos. de modo que, como más adelante se verá. no puede servir para justificar la pre­
ferencia de la suspensión de pagos sobre una quiebra que se hubiera instado con anterio­
ridad. es decir, para impedir a los acreedores instar la quiebra de un deudor antes de que
él solicite su suspensión. En este sentido puede citarse la sentencia del Tribunal Supremo
de 26 de noviembre de 1976 (RJ, 5057), que. en un caso en que la petición de la quiebra
había precedido en casi dos semanas a la solicitud de suspensión de pagos. concedió pre­
ferencia a la quiebra sobre la base de que "aqui no es que se pida la declaración de quiebra
durante la tramitación de la suspensión, sino justo al revés pues se solicita la suspensión
no ya durante la tramitación de la quiebra, sino cuando ésta en lo que tenía de trámite pre­
VIO. estaba c()ncluida~. Más clara es la sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de
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'27 de octubre de 1992 (RGD. 1993. 3821 ss.). según la cual lo que realmente establece ese
¡>recepto es la "incompatibilidad simultánea" entre suspensión de pagos y quiebra.

3. La concurrencia de IJOlicitudes de suspensión de pagos y de quiebra

PI A"TEAMII::~l'( ¡

Aunque no exista regla legislativa al respe<'to. parece obvio que debe rechazarse la
admisión a trámite de una solicitud de suspensión de pagos cuando ya haya sido dEJe/am­
da la quiebra. pues los dos procedimientos no pueden tramitarse simultáneamente. Se ha
argumentado al respecto la clara incompatibilidad entre los dos procedimientos concur­
sales. la inhabilitación () desapoderamiento del quebrado que le impediría ya instar su sus­
pt'nsión y la prohibición dt'l quebrado de proponer un convenio fuera del procedimiento
de quiebra. Declarada la quiebra. es evidente que el único remedio que asiste al deudor es
el de oponerse a esa declarél.ción. Si obtiene la revocación de la quiebra. podrá pedir la sus­
pt>nsión ele pagos.

El problema surge en los supuestos de simultaneidad o de concurrencia de tas solici­
tudes d€' suspensión dt> pagos y de quiebra. que puede ser retatim o absoluta. cuya fre­
cut'ncía t'S alta. La simultaneidad relativa consiste en que. solicitada la quiebra. penl toda­
via no declarada. el deudor presenta solicitud de suspensión de pagos, tratando de evitar
que esa declaración d(' quiebra se produzca u obteniendo la revocación de la declaración
de quiebra por haberse admitido a trámite su solicitud de suspensión: es decir. el deudor
se defiende de la solicitud de quiebra realizada por <.'1 acreedor presentando solicitud de
declaración de suspensión de pagos y tratando de obtener la providencia de admisión a
trámite de la solicitud de suspensión de pagos antes de que se declare la quiebra. La simul­
taneidad absoluta. es decir. la coincidencia temporal entre las solicitudes de suspensión
de pagos y de quiebra. puede obedecer a las defectuosas reglas de determinación de la
competencia territorial para la declaración de quiebra: el comerciante pide la suspensión
de pagos ante d juez de su domicilio y en el mismo momento un acreedor insta la quiebra
ante el juez del lugar donde se siguen ejecuciones contra ese comerciante.

Los problemas que ello suscita son graves, Así. llega a ocurrir que un juez declara la
quiebra y otro admite a trámite la suspensión de pagos. de modo que. durante un tiempo.
el deudor está simultáneamente en suspensión de pagos yen quiebra. En todo caso. el pro­
blema mayor. en la práctica, es el de que se anule lo actuado en uno de los procedimien­
tos cuando el otro resulta triunfante. Así, por ejemplo. la sentencia del Tribunal Supremo
de 26 de noviembre de 19i6, ya citada. resuelve que el auto que denegó la declaración de
quiebra por haberse admitido a trámite la suspensión de pagos era contrario a derecho,
por lo que declara al suspenso en quiebra y, además. declara la nulidad de todo lo actua­
do en la suspensión de pagos. admitida a trámite dos años antes.

LA S1MUIJA'I¡EIDAD RElATIVA: lA pE'nClÚ" DE SCSPEr\SIÚ" I~>\(j(b RFALll_o\DA CON POSTERJ()RJDAD

A I.A soucm'[) DE QUIEBRA PERO CON ..\¡\TERlORlDAD A lA DEClAR>\C1I'I;"¡

El supuesto denominado de simultaneidad relativa consiste en la presentación de la
solicitud de suspensión de pagos por parte del deudor después de la presentación de la soli­
citud de quiebra por un acreedor. pero antes de que la quiebra haya sido declarada. A pri­
mera vista, la solución parece clara: será preferente el procedimiento que primero se inste.
por lo que, en el caso que nos ocupa. debe declararse la quiebra. siempre que concurran
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todos los re<:tuisitos para su apertura. En efecto. en primer lugar. si la presentación de la soll·
citud de suspensión de pagos impide ti tos acree<iort's instar la Quiebra. la presentación dt'
la solicitud de quiehra debe impedir al deudor instar su sU5~nsión (n)Otra. sin embargo Ll
sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona dt' 27 de octubre de 1992, ya citada. según
la cual ~no existe norma alguna que imponga un trato r('d~)roco a la petición de quiehra "
ello permite inicialmente solicitar la suspt>nsión dt> pagos aunque se halla.¡¡e en trántitt' id
quiebra. siempre que no St' hubiese d('c!arado ésta~) Es ohvio que la acción de quiehra SI

ejercita Ilw·diallte su solicitud. de modo que. salvo que una nonna expresa lo señalara (v.. er:

ese sentido. el artículo 160 de la le~1¡e falfmU'ntarf'. que pemlite al deudor instar el roncnr
dato preventivo siempre y cuando la quit'bra 110 s~ haya declarado todavía), no puede qU(C

dar enervada por una solicitud posterior dt, suspenSión dt~ pagos (Somw).
En segundo lugar. la regla df' la pnoruJad temporal es la regl.1 gent'ral pnKesal. art,

culada sobrt' la base de la excepción de Iitispt'ndencia. de tal suerte que. iniciado un ¡m··
cedirniento. putde impedirse que comience otro sobr('la misma cuestión. Iniciado ellm~

cedimi('nto de quiebra Ilwdiante la curres¡xlIldiente solicitud dt> parte (arts, 875 y 876 (
cil' eJ. no puedt' abrirse el de suspensión de pagos. a menos que antes se ponga fin al pn
mero. Aunque la Ley de Suspensiún de Pagos rechan> la posibilidad de recursos (art. 9.11
es evidente que una providencia de admisión é:l trámite del expt"diente dictada en contra·
venciún dt' normas imperativas s('rá considerada nul't.

En tercer lugar. permitir la apt"rtura de la suspensión de pagos una vez solicitad'l ti
quiebra supondría una linutación del dt'redlO ¡¡ la tutela Judicial efectiva de Jos acreedores
ya que sobre el derecho a instar la quiebra. que forma parte de los medIOs de tutela de su
derecho de crédito, se haría prevalen~r el interés del deudor a obtener el prh'ilegw dt' ulla
suspensión de pa~os para cuya apertura no se rt'quiere merecimiento alguno.

En cuarto lugar. si se otorga preferencia a la suspensión de pagos sobre una quiehra
instada con anterioridad, se estaría fomentando una condlie! a fraudulenta del deudor con
respecto al derecho de sus acreedores a instar y obtener la qui(~bra de un comerdank
insolvente: conocedor de la existencia de una solicitud de quiebra. evHaria su declaración
judicial acogiéndose al procedimiento más benefidoso de la suspensión de pagos. en lugar
dI.' acudir al mecanismo previsto legalmente qU(' no es otro que el de oposición a la deda·
ración judicial de quiebra En este sentido se pronunCIa la sentencia del Tribunal Supremo
de 26 de noviembre de 19i6 en un caso en que la petición de la quiebra era anterior en casi
dos semanas a la solicitud de suspensión dt' pagos. que concedió preferencia a la quíebra
para evitar las consecuencias -de un auténtico fraude de ley. consistente en permitir qUt'
la iniciación de un expediente de suspensión de pagos en cualquier momento pudiese
paralizar la tramitación del más severo de la quiebra inidado y tramitado con anteriori­
dad. con lo que ademál\ se impedirían, como ahora se ha impedido. la aplicación de las
normas específicas dictadas para la quiebra especialmente en el párr. tJ del art. 876 y núm.
2 del x75 ambos del vigente C. Comercio~.

En quinto lugar. otorgar preferencia a la suspensión de pagos sobre la Quiebra ins­
tada previamente significaría que el deudor podría optar por la suspensión de pagos inciu­
so después de que la quíebra se hubiera solicitado. con lo Que se estaría rechazando cual­
quier incentivo para alcanzar un convenio razonable en el seno de la suspensión de pagos
(ALU )VER).

Sin embargo. la jurisprudencia del Tribunal Supremo. y. tras ella, la de las Audiencias
Provinciales. se ha inclinado por dar preferencia a la suspensión de pagos. de acuerdo con
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diversos y muy discutibles argumentos. que se han recogido. sobre todo. en las sentencias
de 3 de julio de 1933 (RJ. 1767) Y 5 de julio de 1985 (RJ. 3n41 ). y que conviene analizar.

La sentencia de 3 de julio de 19:B. en un caso en que la solicitud de quiebra era ele un
día antes Que la petición de suspensión de pagos. decidió la preferencia de la sus!wnsirm
sobre la base de que la instancia de quiehra adolecía de "anormalidades e irregulandades".
por lo cual dicha solicitud era -hecho aparentellwnte cierto. pero desprovisto d(' las conse­
cuencias jurídÍ('as~ y. como ya se señaló. de "que este Supremo Tribunal tiene declarado que
existe un estado preliminar al de qukhra para cuando el comerciante. teniendo un activo
superior al pasivo o estando al menos nivelados. por dificultades del momento no le es posi­
ble atender a todas sus obligaciones~. por lo que. en definitiva. la de('Ísión se apoya en la fal­
ta del presupuesto objetivo de la quiebra. Pero esta sentencia aflade una serie dl' considE'­
raciones que se reiterarán má..<; adelante y que constituyen el núcleo de la doctrina jurispru­
dencial sobre el problema que nos ocupa. Afirma. de un lado. como primer argunwnto. recn­
giendo en parte afirmaciones de la sentencia de 29 de diciembre de 1927. que "el artículo Hjl
del Código de Comercio hay que relacionarlo con los artículos segundo. cuarto y noveno de
la Ley de Suspensión df' Pagos de 26 de julio de 1922. para de sus declaraciones deducir. por
interpretación auténtica. que la .mspensicín Roza de priondad frente a la qUiebra como medio
de facilitar el convenio entre los acrft'<iore$ y el deudor. evitando el demérito. la depre­
ciación y la ruina del capital que llevan tras sí las qUiebras-o y ailade. como segundo argu­
mento. qU(' se ha ·pedido la suspensión antes de practicarse la información testifical impres­
cindible en la quiebra para justificar el sobreseimiento en el pago corriente de las obligacio­
nes. esto es. antes <1<> adquirir la petición de quiebra estado legal por ser aquellas diligencias
preliminares a ér. es decir. antes de que se haya dictado el auto de declaración de quiebra.
Señala. en fin. que "la suspensión de pagos es un e~<;tado es¡:wdal que en nada coarta los dere­
chos de los respectivos anet>dores para el ejercicio de sus acciones".

La sentencia de 5 de julio de 19R5. que sigue en gran medida a la anterior. trata de sis­
tematizar todos los argumentos para otorgar preferencia a la suspensión de pagos instada
con posterioridad a la solicitud de quiebra. Se afirma. ante todo. como ya se indicó. que
"si el desarreglo económico es transitorio. como el mismo sólo se refiere a la imposibili­
dad de satisfacer las deudas en las fet'has de los vencimientos. lo que implica la so/t'encia.
no es causa suficiente para declarar la quiebra y sí la suspensión de pagos". argumento
que es completamente irrelevante. puesto que. al negar la existencia del presupuesto obje­
tivo de la quiebra. niega la colisión entre los dos procedimientos. En efecto. lo que se dis­
cute es qué procedimiento tiene preferencia cuándo concurre el presupuesto objetivo de
la quiebra. Si falta algún requisito para la declaración de quiebra. no es que la suspensión
goce de prioridad. sino que no es procedente declarar la quiebra.

El primer argumento utilizado para otorgar preferencia a la suspensión, que reprodu­
ce el de la referida sentencia de 1933. es el siguiente: "El artículo 8íl del Código de Comer­
cio hay que relacionarlo con los artículos 2. 4 Y 9 de la Ley de Suspensión de Pagos. para
de sus declaraciones deducir, por interpretación auténtica. que la suspensión de pagos
goza de prioridad frente a la quiebra. como medio de facilitar el convenio entw los acree­
dores v el deudor. evitando así el demérito. la depreciación y la ruina del capital que llevan
tras d; sí las quiebras". Este argumento se reproduce acríticamente en las resolucíones de
las Audiencias [auto de la Audiencia Provincial de Zaragoza de 3 de mayo de 1993 (Ae.
1070), sentencia de la Audiencia Provincial de Castellón de 14 de marzo de 1994 (Ae. 450).
sentencia de la Audiencia Provincial de Baleares de 16 de junio de 1994 (Ae. 1137). sen­
tencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 14 de marzo de 1995 (Ae. 883). auto de la
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Audiencia Provincial de S<>\'illa de 25 de o<:tubre de 1996 (AC. 2123». si bien resulta Hit!"

resante la I('('tura del auto de la AlIdit'ncia Provincial de Asturias de 12 de junio de ¡'¡tl'
(AC. 1998.6(53), que trata de ofre<:er una Justificación más acabada dt>1 mismo:

~EI art 1025 del Código de Comerno de 1829 viene determinando que w para prm'l
denciarse la dedaración de quiebra a instancia de arreedor legitimo es indIS)>f'nsablt, qll(

conste previamente en debida forma la cesación de pagos dt~l deudor", ~ ~)re1:eptoque ,,(
encuentra en relación intima con el arto n25 I.ECiv ("onforme al cual el acreedor qtw so!!
cite la dedaracíón (it' quiebra de su deudor estará obligado a acreditar su perslmahd,\f!
con documento tehacit'nte de su crédito, con cuyo previo requisito se le admitirá ja pni!'
ha que pres{'nte sobre los cx1remos comprendidos en t'l art. 1025 del «~i~o de C!lme~

cío, establt'ciendo el párr, ?' que probados éstus en forma suficiente. hará t'1 ¡ut'lla de,,:;]·
raciún de quiebra sin citación m audiencia del quebrado ...

Por su parte. yen orden a la suspensión de pagos, la Ley 26 Julio 1922 en su art;
establece que el Juez exarrllllará 1.1 solicitud del comer<'iantt', y si se hubiese produndo ti

forma tt:'fldrcí por soliCItada dedaración Oto t'stado de suspenSión de pagos el! provídt'llll<i
que dldará nece.mrlllmente el mismo día o al día siguiente..

Del análiSIS comparativo de tales prt't:t~ptos. se observa que la solicitud de qwl.:'iw:
puede conllevar una fase que podría denominarse ·prt"\ia· antes de pn.l(~edersin más a ~',

declaraCión, y destinada a ilcrt"(litar ciertos extremos. lo que evi<ft'ntemente parece lúgH"
habida cuenta 1(1 que la solicitud dd acr(>t'{jor conlleva f. ,,), Esto nu resulta así ('n cualltu
él la soltcitud de dt'rlaraClón del estado de susJ)f~nslúnde pagos. (jlJe ha de proV{'t>rst' su:
más casu de cumplirse los presuput'stos legales.

E.s patente pues que el arl q,J' de la Ley (1<- 1922 h.a de interpretarse en el s~"I1lido qlW

lo hizo el sef10r Juez ~(J qU(/~, pues de su literalidad h.t de entresacarse que si no St' pUt'lk
pedir la declaraciún de quiebra neresaria tiria vez en marcha el eXJ>e<hente dt' SUSP(~T1Slf'n

de pagos, parece lógICO que tampoco pueda proveNSf' a 1a.1 solicitud sí en el ínterin St' pn l

dujo dIcha circunstancia, plJe5 es Jo CIerto, como st:' vio, que indada la "fase pre\1,t" del

expediente de quiebra IIt'cesaria, ninguna medída aiectanrt' al patrimonio () persona del dPI~
dor se produce, t'Sto t'S. la solicitud de dt>t'laración de fjuiebra no ha de arrastrar sin má.s él

intervención al!-luna. lo que por contra sí se produce ante lit acepta<:ión de la solicitud de
suspensión de pagos~,

La excepción a esa regla viene dada por la sentencia de la Audienda Provincial de
Barcelona de 27 de octubre de 1992, ya citada, que. refiriéndose expresamente a un auto
de la misma Audiencia de 24 de enero de 1992, sostiene lo si~uiente:

"Hay que rt'lativizar las afirmaciones que otor~an prioridad a la suspensión de pa~os

en términos generales, pudiendo cuestionar: a) que la interpretación auténtica de la Le~

de 1922 dé prioridad a esta institución sobre la de la quiebra. ya que su tenor literal lo qUf'

realmente establece es la incompatibilidad simultánea de ambas y b) que la solicitud de
suspensión de pagos opere a modo de enervación del expediente de quiebra en todo caso
(,',), concluyendo que se hare preciso un análisis casuístico de las fC(~has de presentación
de los respertivos escritosw

•

El argumento no resiste el má.s mínimo análisis, De un lado. porque la lectura de los
artículos 2, 4 Y 9 de la Ley de Suspensión de Pagos pone de manifiesto que ni tan siquie­
ra contemplan la cuestión planteada. El artículo 2 se limita a enumerar los documentos
que deben acompañarse a la solicitud de admisión a trámite de la suspensión de pagos. y.
si bien es cierto que facilita al deudor la presentación de la solicitud, en ningún momento
hace referencia al problema de las relaciones con una hipotética Quiebra que se solicitt'
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más () menos simultáneamente. El artículo 4 se limita a regular la admisión a trámite de la
solicitud y los efectos de la correspondiente providencia frente al deudor. Obviamente.
del hecho de que se establezca una admisión a trámite de la solicitud del deudor prácti­
camente automática no puede deducirse que ello tenga que ser así aun cuando estuviese
ya pendiente una solicitud de declaración de quiebra. En fin. el artículo 9. en su apartado
tercero. sólo dice. como ya se indicó. que los acreedores no pueden instar la quiebra
mientras el expediente de suspensión de pagos se encuentre en tramitación. pues su fina­
lidad es impedir ejecuciones individuales o colectivas mientras esté pendiente la suspen­
sión de pagos. es decir. que se tramiten simultáneamente los dos procedimientos: de él no
puede deducirse que, a la inversa. el deudor pueda instar su suspensión de pagos una vez
admitida a trámite la petición de quiebra (una referencia en este sentido puede verse en
la sentencia del Tribunal Supremo de 26 de noviembre de 1976, ya citada): antes. al con­
trario. lo que podría deducirse de su lectura es que, de modo simétrico. estando en tra­
mitación una solicitud de quiebra, no podría el deudor instar la suspensión de pagos.

De otro lado, porque en la actualidad no puede seriamente afirmarse que la suspen­
sión de pagos lavorezca el convenio frente al pr<Kedimiento de quiebra. por cuanto es evi­
dente que la solución convenida es posible tanto en la suspensión de pagos como en la
quiebra, ni. mucho menos. que la preferencia de la suspensión de pagos pueda hacerse
derivar de la intención de evitar "el demérito. la depreciación y la ruina del capital que lle­
van tras de sí las quiebras". En todo caso, como veremos. este favor debiforis se reiterará
en la sentencia del Tribunal Supremo de 27 de febrero de 1995. ya citada. que alude al
"carácter más preventivo o cautelar del procedimiento de suspensión de pagos. en la idea
de que sin detrimento de las garantías de los acreedores del suspenso. permite a éste en
mejor modo que en el caso de la quiehra. restaurar la normalidad de su aptitud comercial
y de gestión económica".

El segundo argumento. que reproduce aparentemente el de la sentencia de 1933, es el
de que la suspensIón de pagos merece trato prioritario cuando ha sido solicitada antes de ser
practicada "la mformaáón testifical imprescmdible en la qlllebra para justificar el sobresf:'i­
miento en el pago comente de las obligaCIOnes. es/o es. antes de adquirir la petición de quie­
bra estado legal por aquellas diligencias preliminares a él". añadiéndose que esa preferencia
desaparece si al tiempo de presentarse la solicitud de suspensión de pagos "la quiebra. en
lo que tenía de trámite previo. estaba concluida~. es decir. "totalmente cumplida- la infor­
mación testifical y librados los despachos. Esa misma tesis fue defendida también, como
ya sabemos. por la sentencia del Tribunal Supremo de 26 de noviembre de 1976. que. en un
caso en que la petición de la quiebra había precedido en casi dos semanas a la solicitud de
suspensión de pagos, concedió preferencia a la quiebra sobre la base de que "aquí no es
que se pida la declaración de quiebra durante la tramitación de la suspensión, sino justo
al revés pues se solicita la suspensión no ya durante la tramitación de la quiebra. sino cuan·
do ésta en lo que tenía de trámite previo. estaba concluida ". y es continuamente reproduci­
da por las Audiencias: auto de la Audiencia Provincial de Zaragoza de 3 de mayo de 1993
(Ae. 1070), auto de la Audiencia Provincial de Gerona de 21 de mayo de 1993 (Ae. 18(5).
auto de la Audiencia Provincial de Huesca de 12 de febrero de 1996 (AC, 287). auto de la
Audiencia Provincial de Sevilla de 25 de octubre de 1996 (Ae. 2123). auto de la Audiencia
Provincial de Castellón de 19 de junio de 1999 (Ae. 1355). Como excepción cabe recordar
la ya referida sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de 2i de octubre de 1992.
según la cual "se hace preciso un análisis casuístico de las lechas de presentación de los
respectivos escritos~.
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Hay que indicar. ante todo. que. como se ha señalado (SOllu.o. A!.OIVFR). la sentt'li­
cía de 19:n no deda exactamente lo que más tarde afirman las sentencias de 1976 y 19,,,~,

que son las que fijan la línea jurisprudencial en este punto. En efe<~to. lo Que aquella sen·
tencia quería señalar es que. cuando se insta la suspensión de pagos, la quiebra aún ni!

había sido declarada. sin fijar ningún punto intermedio entre la presentación de la soli.\
tud y la declararión de la quiebra hasta el cual s(~ría posible instar y obtener la SUSpl'1I
sión y pa'iado el cual ya no sería posible La exigencia de ese punto tntermedio. que nm
gún texto legal autoriza. obedece a una inexacta reproducción de esa sentencia t'll las (l\'

los años 1976 y 1985. reproducida luego por las Audiencias. )" es inareptabtt' ponjue ~erw

ra graves inseguridades al ha<:er dep('nder la preferenna de la suspensión dt' pagos o (1<

la quiebra de (a diligencia en la actuación de cada jUt~z. de las pruebas aportadas por l':
acreedor instante y de la propia complejidad del prt"supuesto objetivo (v.. en estl' selltl

do. la sentencia de la Audiencia Provincial ck Castellón de 14 de marzo de 1994. AC. 451<
Pero la tesis del Tribunal Supremo es rt'Chazable también en su versión de I 93J. segúri

la cual hay que dar preferenda a la suspensión solicitada cuando la quit~bra no S(' hay.i
declarado todavia. En efecto. para que un procedimiento pUt."(ja prevalecer sobre otro q\H'

ya se encuentra "en tramitación", sería necesario. corno ya $(·oalamos. que así se S('ñ'1J;iSI'

e.xpresamente o. al menos. que hubiese un motivo decisivo para otorgarle esa preferenCIa
algo Que, evidentemente. no ocurre con el procedimiento de suspensión de pagos. Antes al
contrario. sobre el privHegio del deudor que. sin requisito subjetivo alguno. puede obtener
el beneficio de la suspensiún de pagos. cuya apt'rtura e\'itará el pn.)('t"dinüento de qUlt~br;¡

delx~ prevalecer el derecho de los acreedores a instar la qUlebra de su deudor. al~o Que 1m
roa parte de la tutela de su crédito.

El ten.·er <l'WJmento es el de que la preterenna de la s\lspensi6n ~no si~ifil'a obst.Í('ul(1
alguno para la ulterior prosecución lit-' la quiebra de no obtenerse el acuerdo entn' los acr~'

dores y el suspenso y en las demás hipútesis legalmentt.' previstas. esto es. insolvencia deÍl·
nitiva e incumplimiento del convemo", algo que. siendo (~vldente. no puede servir para JUs­

tificar la preferencia de un procedimiento sobre otro. Por el contrario. ('onceder preferencia
a la suspensión de pagos instada después de la solicitud de quiebra supone obligar a los
acreedores que. en uso de su derecho. instaron la quiebra de su deudor a pasar antes por el
trámite de suspensión de pagos.

El cuarto argumento. que se inspira también en la sentencia de 193.1. es el de que"('/
hecho de que el juez haya paralizado la tramitaCión de la fase preliminar de la quiebra ell
tanto ¡>enda la suspensión de pagos, donde los acreedores roncurrentes pueden acudir a
la junta general. no significa desconocimiento del derecho a la tutela etectiva~ (art. 24 CElo
ya que "no hay razón alguna para entender que es fraudulenta la conducta del dt'udor
cuando permitiéndolo la situación de un proceso de quiebra apenas iniciado. presenta soli­
citud de suspensión de pagos con el legítimo y explicable propósito de evitar la desapari­
ción de la empresa". El argumento se reitera sólo de forma muy incidental en la sentencia
de 27 de febrero de 1995. que afirma que el procedimiento de suspensión de pagos no mero
ma las garantías de los acreedores del suspenso. Es evidente. sin embargo. como ya se ha
indicado. que la tesis que otorga preferencia a la suspensión de pagos sobre una quiebra
instada con anterioridad fomenta una conducta fraudulenta del deudor con respecto al
derecho de sus acreedores a instar y obtener la Quiebra de un comerciante insolvente'
conocedor de la existencia de una solicitud de quiebra. pretende evitar su declaración
judicial acogiéndose al procedimiento más beneficioso de la suspensión de pagos. en lugar
de acudir al mecanismo previsto legalmente que no es otro que la oposición a la declara-
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dón judicial de quiebra. Lo que hay que demostrar es. precisamente. utilizando las pala­
bras del Tribunal Supremo que "la situación de un procedimiento de quiebra apenas ini­
ciado" permita al deudor instar su suspensión de pagos. En E'ste sentido. como va SE' seña­
ló. el propio Tribunal Su!}remo ha reconocido la posibilidad dt' ese fraude en I~ sentencia
de 26 de noviembre de 19i6. que. en un caso en que la pt'tición de la quiebra había prece­
<lid o en casi dos semanas a la solicitud de suspensión de pagos. concedió prt:'ferencia a la
quiebra. no sólo porque "se solicita la suspensión no ya durante la tramitación rile' la quit>­
bra. sino cuando ésta en lo que tenía d<' trámite previo. estaba concluida". sino también
para t'vitar las conseeuencias "dt' un auténtico fraude de ley. consistente t'n permitir qu,::,
la iniciación de un expediente dt' suspensión de pagos en cualquier momento pudiese
paralizar la tramitación del más severo de la quiebra iniciado v tramitado con anteriori­
dad. con lo que además se impedirían. como ahora se ha imp~did(). la aplicación de las
normas específicas dictadas para la quiebra eSIH'cialnwnt<' en el párr. :t· del art. R-;'6 y núm.
2 del BiS ambos del vigente (' Comercio". Arios después. la sentencia de -;' de mano de
19Rf¡ (RI. 1152) acepta los razonamientos de la sentencia de 1976. sobre el posiblE' fraude
de ley consistente en permitir que un deudor pueda paralizar un procedimiento de quie­
bra mediante la solicitud de un¡~ slIsrwnsión dI' pagos. aunque no entra a valorar si existió
() no fraude. El razonamiento es evidente: la quiebra ya instada puede no declararse y la
quiebra ya declarada puede il11pugnarsf' mediante la oposición al auto de declaración:
pero la quiehra instada. estt' o no dt'c1arada. 110 puedt' paralizarse por el cauce indirecto
y fraudulento de una solicitud de suspensión de pagos. que debIó ser presentada con
anh·rioridad.

El Tribunal Supremo ha llegado. en fin. a afirmar que k es de interés señalar que el
Anteproyecto de Ley Concursal busca el consellso y la gestión controlada como solucio­
nes prioritarias y sólo en último extremo da paso a la liquidación del patrimonio del deu­
dor" A eSe argumento. meramente ilustrativo. puede hoy oponerse que la Propuesta de
Anteproyecto de Ley Concursal de diciembre de 199;:) no prevÉ' la gestión controlada y
sitúa el convenio y la liquidación en pie de igualdad. de acuerdo con las más modernas
conn~pci{)nes del concurso con función simplemente solutoria.

Ala vista ele las consideraciones anteriores. paren' que debe sostenerse la preferen­
cia de la quiebra sobre una suspensión de pagos instada con posterioridad. El criterio para
que prevalezca uno 1I otro procedimiento sólo puede ser el del momento de la presenta­
ción de la solicitud. En esta linea parece moverse. profundizando en la varias veces citada
sentencia de 27 de octubre de 1992 de la Audiencía Provincial de Barcelona. el auto de la
misma Audiencia de 28 de septiembre de 1995 (Ae. 2024). que. tras recordar el carácter
polémico de la doctrina jurisprudencial que da preft'rencia a la suspensión de pagos insta­
da antes de concluir las diligencias I>reliminares de la Quiebra. parece entender que el ele­
mento básico para otorgar preferencia a uno ti otro procedimiento ha de ser el de la prio­
ridad temporal en la solicitud, al afirmar (en un supuesto en que la suspensión de pagos se
insta unas horas antes que la quiebra) que "nada impedía a los acreedores instar la quie­
bra necesaria de la referida sociedad desde el momento en que (...) concurrieron sus requi­
sitos objetivos".

LA SIMULTANEIDAD ABSOLUTA

Ahora bien. puede ocurrir que la suspensión de pagos y la quiebra se insten simul­
táneamente, lo que impediría aplicar el criterio de la prioridad temporal. Nos encontra-
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mos entonces ante lo que puede denominars{' simultaneidad absoluta de ¡>resentación d(·
solicitudes. Desde la perspectiva jurisprudencia!. parece evidente que. para considerilr
preferente el expediente de sUspt'llsión de pa~(ls. hubiera bastado con sostener que. si 1<1
suspensión goza dI:' preferencia sobre la quiebra siempre qut' la quiebra no haya sido
declarada o. al menos. siempre que no haya roncluido la información testifical de ésto¡
con mayor razón gozará de preferencia cuando ambos pron-dimíentos se insten simult;\­
neamente. Así. por ejemplo. el auto de la AudienCIa Provincial de Gerona de 21 de mayu
de 1993 (AC. 1~75) serlala que -es Jurisprudencia unámrne ( ... ) la que estable~:e la pnon·
dad del estado de suspensiún de pilgoS al de quiebra en el raso de ser coetáneos en d
tiempo. pero es que en el supuesto que nos ocupa. cuando se realiza la informadc'Jn tesll­
tical en el procedimiento de quiebra ( ... ) ya había tf.'flldo entrada en el JUI~ado (... ) la
solicit ud de la suspensa ( ... f·

Sin embargo, se ha apelado. además. al {¡wor dd}//t iris. <tia ausencia de perjuicio a lo::.
acreedores. al caráctl'r preventivo de la suspensión de pagos y a la eX1ensiún analógica de
la regla contenida en el articulo 9.1II de la Ley de Suspensión de Pagos. lo que obli~a a IIlsis­
tir en la discusión anterior. En electo. la sentencia del Tribunal Supremo d{' 2i de lebrero
de 1995. ya citada. tras subrayar la idenlu}ad de /t'c/¡a.s de las Tt'S¡)('etWCls n'soluClones Jilt/i­
C/ales de apertura de la suspensión y de la quiebra. a (R'sar de flue este liltinH, procedl
miento se había instado con anterioridad. plantea el problema como una cuestIón de
coillcidt'lIcia de solicitudes, al señalar que ~nt'utralizadaasí esa procedencia temporal qUt'

subraya el Fiscal. es claro que emerge como t:'lernento d(' influencia dedsoria. !imto (,1
carácter más preventivo (1 cautelar dd procedinllentu de suspensión de pagos. en I'i idea
de que sin detrimento de las garantías de los <:tneedores del suspenso. permitt~ a és!t' ('fl

mejor modo que en el caso de la quiebra. restaurar la normalidad de su aptitud (omer('ial
y de gestión económica ( ... J, como. sobre todo. Que en un orden lúgi<:o dl' produ(cióll de
los arontecimientos. Que ha de respetarse salvo situaciones dt, notorít't!ad defiCItaria f~ll

la patrimonial. la suspensión viene a funcionar como prevención o antecedente de los pro­
cedimientos de Quiebra. y de ahí que exista la prohibiciún antes seilalada en el citado 3rt
9'" de la Ley: ( ... ) La sanción de su párrafo J .. t'S bien expresiva kLos acreedores no podrán
pedir tampoco la declaración de quiebra mientras el t'xpt~iente de suspensión de pagos
esté en tramitación"; y obvio resulta que la (Jdmi.win a lrúf1ll1e l. ) del exfJt'diente (f)f/cur·
.sal, cerraba cualquier olro (()('túrwo (1 posterior tendf'nte (J la declaración de quiebra". El auto
de la Audiencia Provincial de Huesc3 de 12 de febrero de 1996 (AC. 287) señala que ~en el
caso de presentación slfllullánea de las solicitudes de dedaración de suspensión de pagos
y de quiebra. es unánime la jurisprudencia ( ... ) que correlacionando los artículos 871 del
Código de Comercio con los artículos 2, -1 Y 9 de la Ley de Suspensión de Pagos. establen.'
la prioridad de la suspensión ya que la finalidad de la primera es evitar la ejecución y liqui­
dación de una empresa. facilitando el convenio entre los acreedores y el deudor, evitando
la ruina de capital que lleva tra<; sí la quiehra. sin que los acreedores resulten indefensos
respecto al deudor pues la ley les penníte controlar el desarrollo del expediente de sus­
pensión y el convenio propuesto por el suspensok

•

Los argumentos son insostenihles. En primer lugar. como ya se ha señalado. la sus­
pensión de pagos no constituye en la actualidad un procedimiento de carácter más pre­
ventivo o cautelar que la quiebra. sino que es manifiestamente alternativo o sustitutivo.
Carece de toda lógica afirmar que la suspensión de pagos ha de preceder a la quiebra. por­
que en los dos procedimientos puede llegarse a las mismas soluciones. Más aún, en los últi­
mos años los datos publicados por el Instituto Nacional de Estadística permiten observar
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que el número de quiebras supera al de suspensiones. En efedo. si hasta el año 1994 el
número de suspensiones de pagos era claramente supt"rior al de quiebras (en concreto. ese
ailo se abren casi 1000 suspensiones de pagos frente a 700 quiebras). a partir de 1995 la
tendenCIa se invierte. En 19% y 1996 el número de suspensiones y de quiebri.ls es aproxI­
madamente el mismo: en 199i. el número de quiebras (650) supera por vez primera al de
suspensiones (:lOO): en 1~19H. sigue aumentando la d¡ft.>ft'ncia (2f)~ suspensiones frente a 43(1
quiebras). y a lo largo de 1999 se mantiene esat('ndencia Es importante subrayar también
que. según esos mismos datos del Instituto Nacional de Estadística. el número de quiebras
voluntarias \instadas por el propio deudor l es aproximadamente el doble que el de quil'·
bras necesarias (instadas por el acreedor l, lo qU\~ deja en entredicho la afirmación de que
la suspensión de pagos había vellido a ocupar el papel de la quiebra voluntaria.

En segundo lugar. es rechazable la interpretal'ión que se propone del artículo 9.1I1 de
la Ley de Suspensión de Pagos. Lo único que ese precepto dice es qUf' los acreedores no
podrfm pedir la quiehra mientras la suspensiúll de pagos se encuentre en tramitación.
expresión que puede interpretarse. como vimos. en ('1 sentido de que la suspensión de
pagos SE.' inil'ia con la providencia de admisión a trámite de la solicitud (STS 7·111-19~6l o.
mejor aún. cOllla simple presentadón de la solicitud (AAP Barcelonél2~IX-1995. que pone
en duda la correcciún de la posición del Tribunal Supremo. ciertaml'nte contradictoria
con su tesis de otorgar pre!Nencia a la suspensiím sobre la quiebral. pero que en ningún
CélSO pUl'de utilizarse para justificar la prioridad de la suspensión de pagos sobre una
quiebra instada simultáneéllIlenh'.

En tern'r lugar. no parece que la cuestión pueda resolverse tampoco apelando al
fOl'Or debí(orts. que agota su eficacia en la facultad del deudor de adelantarse a sus acree­
rlores y obtener el beneficio de la suspensión de pagos cualquiera que sea su situación
económica y su grado dE' ~mert'cirnif'nto-. Por el contrario. en caso de coincidencia temo
poral de las solicitudes de slJspensiéln de pagos .Y quiebra. ha de prevalecer la quiebra por
la distinta naturaleza de las pretensiones del deudor y del acreedor: sobre la pretensión
del deudor de obtener un privilegio. debe prevalecer el derecho de los acreedores a ins­
tar la quiebra del deudor insolwllte.

En fin. la tesis de la preferencia de la quiebra sobre la suspensión de pagos en caso
de simultaneidad absoluta de solicitudes parece también la más conveniente. Como seña­
la ALCll\'ER, aunque sea a propósito del caso de solicitud de suspensión de pagos realizada
después de la petición de quit'bra. "si en el seno de nuestro ordenamiento se priorizara la
quiebra. existiría al menos un incentivo para que el deudor intentara adelantar en el tiem­
po la presentación de la suspensión, con lo que aún cabría la posibilidad de ofrecer un con­
venio que permitiera cobrar parcialmente a lo~ acreedores y salvar la empresa".

111. CONCLUSiÓN

Las consideraciones anteriores ponen de manifiesto la necesidad de acabar con el
solapamiento actual entre los procedimientos de suspensión de pagos y de quiebra. Ah(}­
ra bien. esa situación puede eliminarse de dos modos: con la previsión de dos procedi­
mientos claramente diferenciados en su presupuesto objetivo (solución de la Propuesta de
1995, Que diferenciaba entre un procedimiento general de concurso de acreedores cuyo
presupuesto era la insolvencia y un procedimiento especial de suspensión de pagos para
los casos de simples dificultades económicas), o a través de un único procedimiento de
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concurso de acreedores. Corno es obvio, esta última opción. pervista tanto en el Antepm..
yecto de Ley Concursal de 1983 corno en el Proyecto de Le.y de 2002. supone la supresión
de raíz de todo problema de concurrencia de solicitudes.
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